	


TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA.   SALA DE CASACIÓN SOCIAL .

Caracas, dos (02) de  octubre del año2003.  Años: 193° y 144°.
 

 


En el juicio que por solicitud de calificación de despido sigue el ciudadano FRANCISCO JAVIER ASTIDIAS, representado judicialmente por los abogados Nélida Marisol García Pérez y José Gregorio Blanco Vera contra la empresa COMPAÑÍA ANÓNIMA INDUSTRIAS MINERAS DEL TÁCHIRA (C.A.I.M.T.A.), representada judicialmente por los abogados Karina León Sánchez y Carlos Humberto Pérez Roa; el Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, con sede en la ciudad de San Cristóbal, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva en fecha 15 de mayo del año 2003, mediante la cual declaró parcialmente con lugar la apelación interpuesta por la parte demandante, revocando así el auto dictado en ejecución de sentencia por el Tribunal de la causa que negó la solicitud formulada por la actora, para que libre mandamiento de ejecución de la obligación estipulada en la transacción celebrada entre las partes y, en consecuencia ordenó dictar el correspondiente decreto de ejecución de conformidad con lo establecido en el artículo 524 del Código de Procedimiento Civil.

 

Contra esta decisión de alzada, la representación judicial de la parte demandada, propuso recurso de control de la legalidad.

 


Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social, se dio cuenta en fecha 19 de junio del año 2003 correspondiendo la ponencia al Magistrado Alfonso Valbuena Cordero.

 


Siendo la oportunidad legal para ello, pasa esta Sala de Casación Social a pronunciarse sobre su admisibilidad en los siguientes términos:

 

ÚNICO
 


El artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, establece los requisitos de admisibilidad del recurso de control de la legalidad, en los siguientes términos:

 

“El Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social podrá, a solicitud de parte, conocer de aquellos fallos emanados de los Tribunales Superiores del Trabajo, que aún y cuando no fueran recurribles en casación, sin embargo, violenten o amenacen con violentar las normas de orden público o cuando la sentencia recurrida sea contraria a la reiterada doctrina jurisprudencial de dicha Sala de Casación.

 

En estos casos, la parte recurrente podrá, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la publicación del fallo ante el Tribunal Superior del Trabajo correspondiente, solicitar el control de la legalidad del asunto, mediante escrito, que en ningún caso excederá de tres (3) folios útiles y sus vueltos.

 

El Tribunal Superior del Trabajo deberá remitir el expediente a la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia de manera inmediata; la cual, una vez recibido el expediente, decidirá sumariamente con relación a dicha solicitud. En el supuesto que el Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social decida conocer del asunto, fijará la audiencia, siguiendo el procedimiento establecido en el Capítulo anterior. La declaración de inadmisibilidad del recurso se hará constar en forma escrita por auto del Tribunal, sin necesidad de motivar su decisión. De igual manera, estará sujeto a multa el recurrente que interponga el recurso maliciosamente, hasta un monto máximo equivalente a ciento veinticinco unidades tributarias (125 U.T.). En este último caso, el auto será motivado. Si el recurrente no pagare la multa dentro del lapso de tres (3) días, sufrirá arresto en jefatura civil de quince (15) días.”

 

 

 

Al respecto, esta Sala de Casación Social ha señalado según sentencia de fecha 20 de febrero del año 2003 que al ser el recurso de control de la legalidad un medio de impugnación excepcional, a los fines de asegurar su admisibilidad, debe cumplirse con las exigencias antes transcritas, las cuales son:

 

“1.- Que se trate de sentencias emanadas de Juzgados Superiores laborales;

 

2.- Que no sean impugnables en casación;

 

3.- Que violen o amenacen con violentar normas de estricto orden público; y 

 

4.- Que resulten contrarias a la jurisprudencia reiterada de esta Sala de Casación Social

 

Además de ello para su admisibilidad se requiere verificar:

 

1.- La oportunidad para su interposición, es decir, que sea solicitado el recurso de control de la legalidad dentro de un lapso preclusivo de cinco (5) días, contado por días de despacho, siguientes a la fecha en que sea dictada la sentencia sujeta a revisión; y

 

2.- La extensión del escrito, es decir, que no exceda de tres (3) folios útiles y sus vueltos.

 

 

 

Ahora bien, se observa del escrito contentivo del presente recurso de control de la legalidad la falta en la cual incurre el recurrente al no señalar de manera expresa la violación de alguna norma de orden público o la contravención de alguna jurisprudencia emanada de esta Sala, lo que hace imposible entender el fundamento de su pretensión y conllevaría a la declaratoria de inadmisibilidad del presente medio de impugnación interpuesto. Así se declara.

 

No obstante y a mayor abundamiento cabe señalar lo siguiente:

 

Se observa que el presente recurso de control de la legalidad, es ejercido contra una decisión dictada por un Juez Superior, que conociendo en alzada, declaró parcialmente con lugar el recurso de apelación interpuesto contra un auto dictado en ejecución de sentencia, en virtud de lo cual ordenó al Tribunal de la causa dictar el correspondiente decreto de ejecución, de conformidad con lo establecido en el artículo 524 del Código de Procedimiento Civil.

 

Al respecto, esta Sala se ha pronunciado sobre el carácter excepcional de la admisibilidad del recurso de control de la legalidad contra los autos dictados en ejecución de sentencia, según decisión de fecha 30 de julio del año 2003, en la que se estableció:

 

 

“Pues bien, de los hechos narrados precedentemente, se constata que la decisión objeto del presente recurso de control de la legalidad, fue dictada con posterioridad a la sentencia definitiva y antes de haber culminado la ejecución del fallo, la cual conoció y resolvió sobre un auto dictado en ejecución de sentencia, entendiéndose estos, como aquellos necesarios para el cabal cumplimiento de lo ordenado en la sentencia firme o para hacer efectiva las providencias y medidas que aseguren la ejecución de lo decidido. 
 

En este sentido, considera esta Sala que dichos autos o sentencias dictadas en un procedimiento de estabilidad laboral en la etapa de ejecución se le otorgará excepcionalmente, por aplicación extensiva del ordinal 3° del artículo 312 del Código de Procedimiento Civil, el recurso de control de la legalidad, cuando estos resuelvan puntos esenciales no controvertidos en juicio, ni decididos en él, o que provea contra lo ejecutoriado o modifique de manera sustancial lo decidido, siempre que contra ellos se hayan agotado todos los recursos ordinarios y que se traten de actos que violen o amenacen con violentar alguna norma de orden público, o resulten contrarias a la jurisprudencia de esta Sala de Casación Social.  Así se establece.”
 

 

 


En el caso bajo estudio y como antes se indicó, si bien se recurre contra un auto dictado en ejecución de sentencia, el mismo no provee contra lo ejecutoriado ni lo modifica. En efecto, el Juez de la causa al homologar la transacción celebrada entre las partes, le corresponde la ejecución de lo estipulado en ella, sin embargo incurrió en el error de modificar los términos contenidos en la misma, al establecer que la obligación reclamada no es exigible, hasta tanto no se estipule el plazo correspondiente, según auto de fecha 04 de febrero del año 2003.

 


No obstante, el Juzgado Superior del Trabajo al conocer y decidir sobre la apelación interpuesta por la parte actora contra el auto mencionado y por consiguiente declararla parcialmente con lugar ordenando al a-quo dictar decreto de ejecución, no modificó los términos convenidos por las partes en la transacción con fuerza de cosa juzgada, sino que por el contrario subsanó el error cometido por el Tribunal de la causa, que ordenó la fijación de un término para el cumplimiento de la obligación ya estipulado en la mencionada transacción.

 


En consecuencia, y por los motivos antes expuestos, resulta inadmisible el presente recurso de control de la legalidad y así se establecerá en el dispositivo del presente fallo.

 

DECISIÓN
 

En mérito de las precedentes consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara INADMISIBLE el recurso de control de la legalidad propuesto por la representación judicial de la empresa demandada contra la sentencia de fecha 15 de mayo del año 2003 emanada del Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, con sede en la ciudad de San Cristóbal.

 

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal de la causa, es decir, al Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la misma Circunscripción Judicial del Estado Táchira. Particípese esta decisión al Juzgado Superior de origen, antes mencionado 

 

El Presidente de la Sala,

 

_________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

El Vicepresidente,

 

______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

                                El Magistrado-Ponente,

 

                      ___________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

La Secretaria,

 

__________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO

 

R.C. N° AA60-S-2003-000477

 

 

 

